Proyecto de Declaración

La Cámara de Diputados declara su preocupación por la derivación al fuero correccional penal, de la causa que involucra a los ciudadanos Graciela García y Héctor Sanagustín, teniendo en cuenta que la atribución del delito de desobediencia (art. 239 del Código Penal), provoca profundo impacto en la opinión pública y afecta la sensibilidad de miles de damnificados por las inundaciones en la ciudad de Santa Fe. 

Fundamento:




El pasado 15 de abril un grupo de ocho personas afectadas por la inundación se acercó al edificio de tribunales para protestar por la falta de celeridad en la causa en que se investiga la supuesta responsabilidad de funcionarios provinciales en la catástrofe hídrica del 2003.




Entre ellos se encontraban Graciela García y Héctor Sanagustín quienes ingresaron al Palacio de Tribunales para entregar un escrito al Juez. Frente a la ausencia de este, dieron lectura a un comunicado y luego se retiraron. 

 


Como consecuencia de esto fueron acusados del delito de desobediencia por el Dr. Héctor Valli, a cargo del Juzgado de Faltas.




Los reclamantes aseguraron que se trataba de “un edificio público” y que tenían todo el “derecho” de efectuar las respectivas quejas. No obstante, ya entrado en el análisis de la causa el juez Valli resolvió declararse incompetente y remitió el expediente al juez correccional Luis Giavedoni, al considerar que se estaba en presencia del delito de desobediencia.




Como legisladores queremos llamar la atención a los actores judiciales que el desarrollo de la causa, empeorando la situación de los reclamantes, lesiona la sensibilidad de miles de santafesinos que padecimos los efectos de la inundación del Río Salado, ya que el trámite se considera desproporcionado en función del bien jurídico protegido.




Por lo expuesto solicito a mis pares la aprobación de esta iniciativa.

